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León, Guanajuato, a 7 siete de marzo del año 2012 dos mil doce. . . . . . . . 
V I S T O S, para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el número 336/2011-JN, promovido por el ciudadano Rodolfo Horta Sánchez; y; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El proceso administrativo fue interpuesto oportunamente, toda vez que la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que el actor se ostenta sabedor de los actos que impugna, lo que fue el 23 veintitrés de julio de 2011 dos mil once, sin que de las constancias que integran la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia de la resolución de fecha 23 veintitrés de julio del 2011 dos mil once; se encuentra acreditada en autos con la copia certificada de la boleta de control número 330,945 trescientos treinta mil novecientos 
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cuarenta y cinco, así como con la copia del recibo de pago número de folio 10,136 2 -diez mil ciento treinta y seis espacio dos-; todos datados el 23 veintitrés de julio del año próximo pasado (visibles en autos a fojas 8 ocho, 9 nueve, 12 doce, 26 veintiséis y 27 veintisiete); documentales que, admitidas a las partes como pruebas de su intención, merecen pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78, 118, 121 y 123 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; toda vez que se trata de documentos públicos, expedidos por los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones, y además reconocidos por el propio Oficial Calificador, al contestar la demanda . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo que respecta al certificado médico número de folio 11,200 once mil doscientos elaborado en la misma fecha que la resolución impugnada, al no haberlo exhibido el actor, no obstante el requerimiento que para tal fin se le hizo, se tiene la presunción legal y humana de su existencia, en base a la boleta de control referida en el párrafo que antecede y, en el examen médico número 363,654 -trescientos sesenta y tres mil seiscientos cincuenta y cuatro-, de fecha 23 veintitrés de julio de 2011 dos mil once, suscrito por Iván Alberto González Contreras (admitido como prueba a ambas partes y localizable a fojas 10 diez y 28 veintiocho), toda vez que en dichos documentos se hace referencia especifica al mismo, en la boleta en los rubros de “Diagnóstico” y de “Fundamento”; y, en el examen médico, en el cuadro de “Observaciones”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.-  Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio si, en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . .

En la especie, el Oficial calificador enjuiciado no hizo valer causal alguna de improcedencia o sobreseimiento; sin embargo, de oficio, este Juzgador estima que respecto del acto impugnado consistente en el certificado médico folio número 11,200 once mil doscientos, de fecha 23 veintitrés de julio del 2011 dos mil once año; se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que tal acto no afecta los intereses jurídicos de la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, el certificado médico que se impugna no afecta los intereses jurídicos del ciudadano Rodolfo Horta, toda vez que no puede ser considerado como un acto administrativo susceptible de ser impugnado, pues no encuadra dentro de la definición que se contiene en el artículo 136 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; ya que no tiene por objeto crear, declarar, reconocer, transmitir, modificar o extinguir una situación jurídica individual y concreta; sino que se trata de una mera opinión técnica de un médico titulado que resulta apta para demostrar el estado de ebriedad de una persona, pues tal estado indudablemente provoca una disminución o alteración en los sentidos y movimientos corporales del sujeto, lo que puede ser apreciado por el resultado de una observación detenida y orientada por un mínimo de conocimientos técnicos; sin que ello se traduzca en que se vulnere la esfera de derechos subjetivos del justiciable; de ahí que se considere que el mencionado examen médico, no afecta los intereses jurídicos del actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Conforme a lo anteriormente señalado, al no afectar el certificado médico impugnado, el interés jurídico de la parte actora; lo que constituye un requisito “sine qua non” para la procedencia del proceso administrativo -conforme a una correcta interpretación del primer párrafo del artículo 251 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; se actualiza la causal de improcedencia referida en supralíneas; por lo que con fundamento en lo dispuesto en el artículo 262 fracción II, de dicho Código, es procedente decretar el sobreseimiento del presente proceso, en cuanto al certificado médico folio número 11,200 once mil doscientos . . . . . . . .

Por otra parte, quien resuelve no se advierte que en el caso concreto se actualice alguna causal de improcedencia o sobreseimiento que impida el estudio del fondo del negocio, en relación a la resolución de fecha 23 veintitrés de julio de 2011 dos mil once. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

QUINTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el actor, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Del escrito de demanda y de las constancias que integran el presente expediente, se desprende que el ciudadano Rodolfo Horta Sánchez con fecha 23 veintitrés de julio del 2011 dos mil once, luego de practicársele un examen médico en el que se le determinó como ebrio incompleta, fue presentado ante el Oficial Calificador en turno, que en este caso fue el Licenciado Juan Sergio Romero Armenta; quien, por la falta administrativa de “conducir vehículo de motor en estado de ebriedad”, le impuso una sanción de multa por la cantidad de $3,100.00 (Tres mil cien pesos 00/100 Moneda Nacional) conmutable por 12 doce horas de arresto. Multa que pagó el actor, a fin de obtener su libertad, acreditándolo con el recibo número 10,136 2 (Diez mil ciento treinta y seis espacio dos), de la fecha en mención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Resolución que el justiciable considera ilegal, pues refiere que no fue llevado a cabo el procedimiento establecido en el artículo 35 del Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato; que no se le respetó su garantía de audiencia; y, que no se encuentra debidamente fundada ni motivada. . . . . . . .
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A lo expresado por el enjuiciante, el Oficial Calificador expuso, a grosso modo, que sí impuso la multa al haber infringido el actor disposiciones reglamentadas, que se abrió audiencia de calificación en donde fue legalmente escuchado y vencido y que a solicitud del mismo, se conmutó el arresto administrativo por una multa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así pues, la litis planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución de fecha 23 veintitrés de julio del 2011 dos mil once, por la cual se impuso una sanción de multa por conducir un vehículo de motor en estado de ebriedad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede al análisis de los conceptos de impugnación expresados por el actor en su demanda, en cuanto al acto impugnado que queda subsistente, que lo es la resolución de fecha 23 veintitrés de julio de 2011 dos mil once. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así pues, en el segundo concepto de impugnación hecho valer por el actor, señaló: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“SEGUNDO.- El acto impugnado… lesiona mis intereses jurídicos toda vez que el proceso establecido en el artículo 35 del Reglamento de Policía para el Municipio de León Guanajuato; y que fue llevado a cabo por la demandada no se agotó en ninguna forma...”, negando, líneas adelante, lisa y llanamente que se le haya notificado su derecho de llamar a persona de su confianza para que la asistiera y la defendiera en la audiencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así mismo en párrafo siguiente, indica: “El ahora demandado incumple en forma total con lo establecido en los artículos 35, 44 y 45 del Reglamento de Policía...; pues en ningún momento me dio la oportunidad de realizar a mi favor los argumentos que estimara conducentes para alegar mis derechos; tampoco realiza una valoración de las pruebas aportadas… no realiza una individualización de la pena… ”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por su parte el Oficial Calificador demandado, al contestar la demanda  expresó que es ineficaz e inoperante lo reclamado por el actor, pues la imposición de la sanción fue en base al reglamento aplicable y que está por demás demostrado con el examen médico y la boleta de control, la comisión de la infracción por parte de este y que fue legalmente escuchado y vencido. . . . . . . 

Haciendo un recuento de lo expresado tanto por la parte actora como por la autoridad demandada y, analizadas las constancias que integran este expediente, este Juzgador considera fundado el concepto de impugnación examinado, puesto que en efecto, tal y como lo hace valer la parte actora, este Juzgador advierte que el Oficial calificador -Licenciado Juan Sergio Romero Armenta- calificó una infracción e impuso la sanción de multa por la cantidad de $3,100.00 (Tres mil cien pesos 00/100 Moneda Nacional), sin haber respetado la garantía de audiencia del particular; tal y como lo dispone el artículo 223 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, en relación directa con lo establecido en el artículo 35, fracción III, del Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato, puesto que ni del recibo de pago que se le entregó al actor (el cual tiene el único efecto de probar que se impuso una multa y que fue sufragada), ni de la boleta de control número 330,945 trescientos treinta mil novecientos cuarenta y cinco, de fecha 23 veintitrés de julio del año próximo pasado, se desprende, de modo alguno, que se le haya respetado tal derecho; pues no obra manifestación alguna por parte del actor en tal sentido; al no constar, en la copia certificada admitida como prueba al actor, su firma en dicha boleta de control, que permita establecer que la audiencia de calificación se llevó de la manera señalada; por lo que no existe la certeza jurídica de que se le haya dado la oportunidad de alegar y de ofrecer y desahogar las pruebas en las que fincara su defensa; lo que es más, el la citada boleta no se aprecia que hayan intervenido testigos de asistencia, que en un momento dado, pudieran dar certidumbre de que se desahogó la audiencia de calificación de la manera en que se precisa en la boleta de control; y, máxime que al final de la misma se señala que firmaron los que quisieron y supieron hacerlo, resaltando que, en la boleta exhibida por la demandada, en donde dice “firma de conformidad del infractor” se aprecia un signo que es idéntico a la firma que calza el escrito de contestación de demanda y que corresponde a la del ciudadano Juan Sergio Romero Armenta y no a la del justiciable . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Aunado a lo anterior, también se debe decir que ante la negativa lisa y llana que hace el actor, en el sentido de que no se le notificó su derecho a llamar a persona de su confianza para que lo asistiera y defendiera, atendiendo a lo que se establece en el artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa en vigor en el Estado, el Oficial calificador debió acreditar de manera fehaciente, que si se le hizo saber al justiciable, el derecho de establecer comunicación telefónica con persona de su confianza y que se le facilitó el medio idóneo para que ejerciera ese derecho, lo que en la especie no se dio, por lo que también existe transgresión a lo establecido en el artículo 32 del Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Es por lo expuesto, que se concluye que la resolución de fecha 23 veintitrés de julio de 2011 dos mil once, por la cual el Licenciado Juan Sergio Romero Armenta, en su carácter de Oficial Calificador, impuso una sanción de multa, fue emitida sin respetar la garantía de audiencia del ciudadano Rodolfo Horta Sánchez, estando obligado a ello de acuerdo a lo instituido, no sólo en la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y el Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato, sino en la Constitución Política para el Estado de Guanajuato, concretamente en el último párrafo de su artículo 7, que a la letra establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“ARTÍCULO 7. Ninguna persona podrá hacerse…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Las medidas de corrección y las sanciones acordadas por las autoridades administrativas se impondrán siempre con audiencia de la persona a quien se apliquen, salvo rebeldía del infractor, debiendo en ambos casos comunicarse por escrito, precisando los medios y fundamentos de hecho y de derecho de las mismas.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Precepto del que se desprende la obligación del Oficial Calificador de imponer una sanción con la audiencia de la persona a quien se aplique, apreciando que también existe la obligación de comunicarla por escrito, lo que tampoco se dio, pues no consta que se le haya notificado o comunicado por escrito al actor, la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, al resultar fundado el concepto de impugnación analizado; por las razones señaladas en los párrafos que anteceden, la resolución impugnada resulta ilegal; al actualizarse las causales de nulidad previstas en las fracciones II, III y IV del artículo 302, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que en consecuencia, procede decretar su nulidad total. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por último, a efecto de no cometer violaciones procesales en perjuicio de las partes, se procede a valorar la prueba documental aportada juntamente a la demanda y la contestación a la misma; consistente en el examen médico número 363,654 (trescientos sesenta y tres mil seiscientos cincuenta y cuatro), de fecha 23 veintitrés de julio del 2011 dos mil once; en el que consta el nombre de Iván Alberto González Contreras; documental a la que no se le otorga valor probatorio alguno, al existir una discrepancia entre la copia certificada exhibida por el actor y el documento mostrado por el enjuiciado, pues en el primero no se aprecia firma alguna, en tanto que en el segundo sí, resultando que el admitido al actor es una copia certificada por la Secretaria del Ayuntamiento de este Municipio, respecto de la cual se certifica que, entre otros, el examen médico en cuestión concuerda fielmente con su original que obra en los archivos de la Administración Municipal, luego entonces no puede existir uno que contenga una rubrica, por lo que no existe la certeza de que lo asentado en dicho documento, sea lo dictaminado por quien haya realizado el examen. . . . . . 

Asimismo, se procede a valorar la confesión del ciudadano Rodolfo Horta Sánchez, ofrecida también como prueba por el Oficial Calificador y desahogada en la audiencia de desahogo de pruebas y alegatos celebrada el 22 veintidós de noviembre del año próximo pasado, a las 10:00 diez horas; a la cual no asistió el absolvente; por lo que se le tuvo por confeso de las posiciones que fueron calificadas de legales, que fueron la 1 uno y la 4 cuatro; acerca de que en la fecha de los hechos, se encontraba circulando en un vehículo de motor, por las calles del Municipio, cuando fue detenido por un oficial de seguridad pública autorizado para ello; asimismo, que una vez abierta la audiencia de calificación, por resultar no apta para conducir vehículo de motor, es que solicitó la conmutación del arresto administrativo por el pago en efectivo para recuperar su libertad; prueba a la que no le otorga valor probatorio, pues si bien es cierto que existe la confesión tacita del actor de que solicitó la conmutación del arresto por el pago en efectivo para recuperar su libertad, cierto es también que esa confesión resulta irrelevante pues de ella no se desprende que la resolución por la que se calificó la infracción cometida y se impuso la sanción de multa se haya emitido respetando la garantía de audiencia del infractor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

SÉPTIMO.- De lo pretendido por el actor, se encuentra también lo concerniente a la devolución de la cantidad pagada por concepto de multa; lo que se traduce en la condena a la autoridad para el pleno restablecimiento del derecho violado; acción prevista en la fracción III del artículo 255  del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al respecto, a juicio de este Juzgador, es procedente condenar al Oficial Calificador demandado a que devuelva al actor, el monto erogado por concepto de la multa impuesta, esto es la cantidad de $3,100.00 (Tres mil cien pesos 00/100 Moneda Nacional); ya que al decretarse la nulidad de dicha multa; en consecuencia, debe devolverse la cantidad que se pagó por tal concepto y que ampara el recibo número 10,136 2 -diez mil ciento treinta y seis espacio dos-; de fecha 23 veintitrés de julio del año 2011 dos mil once; por lo que dicha autoridad deberá realizar las gestiones necesarias ante la Tesorería Municipal para tal fin; ello conforme al Criterio que sostiene el Pleno del Tribunal de lo  Contencioso Administrativo, visible en la página 280 doscientos ochenta, de la publicación que contiene los “Criterios 2000-2008” de dicho Tribunal, el cual es el siguiente: 
“devolución del pago de lo indebido. CORRESPONDE A LA AUTORIDAD DE LA QUE EMANÓ EL ACTO ANULADO realizar las gestiones para.- Si el actor ocurrió ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado a efecto de solicitar el reembolso del pago que realizó, por considerar que la infracción del que provino era ilegal, resulta correcto que el A quo condenara a su devolución a la Dirección General de Tránsito y Transporte del Estado, y no a la Secretaría de Finanzas y Administración del Estado, pues el acto de autoridad (imposición y calificación de la infracción), por el cual el actor enteró esa cantidad al erario estatal, fue emitido por el titular de esa Dirección, no así la mencionada Secretaría, la que, en todo caso, se limitó a cumplir con su cometido de recaudar los ingresos estatales, como dispone el artículo 5º del Código Fiscal del Estado, por lo que corresponde a esa Dirección General de Tránsito y Transporte, realizar las gestiones necesarias para que quede sin efectos el pago realizado a la autoridad recaudadora y se devuelva al actor la cantidad cuyo acto de origen fue declarado ilegal”. (Toca 136/07. Recurso de Revisión interpuesto por Daniel García Razo, en su carácter de autorizado del Director General de Tránsito y Transporte del Estado. Resolución de fecha 9 de enero de 2008). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los preceptos invocados al principio de este Considerando, más lo establecido en los artículos 249, 255, fracción III, 287, 298, 299, 300, fracción II y 302, fracciones II, III y IV, 
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del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :
PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . .

 SEGUNDO.- Se sobresee el presente proceso en cuanto al acto impugnado consistente en el certificado médico 11,200 once mil doscientos de fecha 23 veintitrés de julio de 2011 dos mil once; de conformidad con las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Cuarto de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Resultó procedente el proceso administrativo promovido en contra de la resolución emitida por el Oficial Calificador Licenciado Juan Sergio Romero Armenta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Se decreta la nulidad total de la resolución de fecha 23 veintitrés de julio de 2011 dos mil once, mediante la cual se impuso al ciudadano Rodolfo Horta Sánchez, una sanción de multa por la cantidad de $3,100.00 (Tres mil cien pesos 00/100 Moneda Nacional). Ello de conformidad a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de esta sentencia. . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Se condena al Oficial Calificador demandado a que devuelva al ciudadano Rodolfo Horta Sánchez, la cantidad de $3,100.00 (Tres mil cien pesos 00/100 Moneda Nacional); cantidad equivalente al monto de la multa que con fecha 23 veintitrés de julio del 2011 dos mil once fue cubierta, extendiéndose el recibo número 10,136 2 -diez mil ciento treinta y seis espacio dos-; lo anterior por las consideraciones lógicas y jurídicas en el Considerando Séptimo de esta sentencia. Devolución que deberá realizar dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria el presente fallo; debiendo informar a este Juzgado del cumplimiento dado al presente resolutivo y acompañando las constancias relativas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad procesal archívese el presente expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
